PROYECTO DE COMUNICACION


La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, arbitre los medios necesarios para emitir las normas reglamentarias necesarias para atender aquellos casos en los que la aplicación de la Ley 11.595 y sus modificatorias N°11.758, 11.892, 12.126, 12.275, planteen dudas sobre la determinación de la deuda o supuestos no específicamente contemplados. Asimismo, realice un análisis de aquellas deudas cuya refinanciación no se hubiese acordado y se encuentran respaldadas por garantías de dudosa realización o cuantía, en cuyo caso deberá analizar las distintas alternativas en función de la oportunidad y conveniencia atendiendo los intereses del Estado Provincial. 

SEÑOR PRESIDENTE:



 
La normativa referida precedentemente en la parte resolutiva de este proyecto, posibilitó la celebración de acuerdos de refinanciación hasta una fecha determinada y al mismo tiempo dejó abierta la posibilidad de cancelar las obligaciones recalculadas conforme a las pautas de la norma y su reglamentación, con una quita fijada oportunamente.




Sin perjuicio de ello la gestión de recupero judicial, o por acuerdos originados en la normativa referida, que lleva adelante el Agente Administrador, se encuentra condicionada por la situación de insolvencia y/o restricción patrimonial de los deudores principales y/o codeudores solidarios. Aquí surge la insuficiencia de las garantías oportunamente instrumentadas derivadas de la aplicación de ajustes y cargos punitorios sobre las sumas adeudadas, que si bien han sido atenuadas por el recálculo establecido por las sucesivas leyes, tratándose de créditos tomados hace más de diez años alejan severamente la posibilidad de su recupero.




A todo lo expresado, debe conocerse que en los juicios de significación económica se generan importantes erogaciones resultantes del pago de tasas de justicia y honorarios devengados a favor de los letrados, tasadores, martilleros y demás auxiliares de la justicia, cuya recuperabilidad depende de la suficiencia de las garantías acordadas. Idéntico panorama si se plantea el recupero mediante ejecución judicial de las garantías prendarias y/o hipotecarias ante el alto grado de obsolescencia y/o deterioro de los bienes gravados, producto del transcurso del tiempo.




Conocido es por todos, que aún existen pese a este cuadro de deudores – pequeñas y medianas empresas -, que continúan trabajando y manteniendo puestos de trabajo, a pesar de haber manifestado de hecho y por derecho su voluntad de pago, pero continúan atravesando la aguda crisis que los puso esa esta situación, causándole severos problemas financieros al no poder encontrar una solución en el marco de las pautas generales y/o reglamentarias de la Ley 11595 y sus modificatorias. La contracara de lo expresado luce como un potencial riesgo de incobrabilidad, en virtud del insuficiente respaldo patrimonial que las garantías subsistentes ofrecen. 

 


Sin desnaturalizar el sentido de la Ley 11595, y sus modificatorias, el análisis del cuadro descripto transita por la posibilidad de llevar adelante un análisis de oportunidad y conveniencia atendiendo los intereses del Estado Provincial, en aquellos casos en los que existan dudas sobre la determinación de la deuda, la aplicación de las pautas legales y/o reglamentarias a aquellos deudores que manifestando voluntad de pago han mantenido sus empresas en actividad, pero que al mismo tiempo la decisión de cobrar judicialmente la deuda genera incertidumbre sobre el resultado final de la ejecución.




Por todo lo expuesto, es que solicito la aprobación del presente proyecto de comunicación.

